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Resumen: en el presente texto se reflexiona en torno a los al-
cances de la libertad de expresión y su relevancia en la materia 
electoral y el modelo de comunicación política y cómo se ha 
visto afectada con el uso de nuevas tecnologías que deben ser 
reguladas para garantizar los principios constitucionales que lo 
rigen.

Abstract: this work intends to make a reflection around the 
scope of freedom of expression and its relevance in electoral 
law and the model of political communication, and how it has 
been affected by the use of new technologies that must be re-
gulated to guarantee constitutional principles.

Sumario: I. Criterios de la Suprema Corte sobre libertad de ex-
presión. II. El modelo de comunicación política en México. 3. 
Criterios del Tribunal Electoral sobre el uso de nuevas tecnolo-
gías de la información y comunicación. IV. Algunas reflexiones 
sobre la temática planteada. Referencias.
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I. Criterios de la Suprema Corte  
sobre la libertad de expresión

Entre los dilemas que se presentan hoy en día en la materia elec-
toral destaca el relativo al uso de las nuevas tecnologías de la 
información y comunicación, concretamente, las redes sociales 
y plataformas; así como el uso de la inteligencia artificial en la 
confección de los mensajes a través de los cuales se establece un 
canal de comunicación entre las personas que participan den-
tro de los procesos políticos y electorales, tanto en forma activa 
como pasiva.

Para abordar el tema, es posible partir de una premisa muy 
básica pero que resulta necesaria para fijar una posición al res-
pecto, y esta consiste en reconocer que todos los derechos huma-
nos son principios de construcción abierta que se concretan caso 
por caso. Esto es, se trata de previsiones normativas que, desde 
la teoría de los principios, cuentan con un contenido axiológico 
y se han identificado como mandatos de optimización que deben 
realizarse en la mayor medida posible, dentro de las situaciones 
fácticas y jurídicas en las que se desarrollan.1

De esta forma, la libertad de expresión, por ejemplo, presen-
ta distintas formas de aterrizaje de acuerdo con el ámbito en el 
que se desarrollan; pues, aun cuando se trata de un solo dere-
cho, tiene alcances distintos dependiendo de si se despliega entre 
particulares, o bien, si se hace uso de él en ejercicio de la labor 
periodística; si va encaminado a generar una crítica hacia un fun-
cionario público en el desempeño de las competencias que tiene 
asignadas y también si se utiliza dentro de la materia electoral. En 
cada caso, habrá matices específicos y condiciones particulares 
que le den sentido y eficacia plena.

1	 * El autor es magistrado de la Sala Regional Especializada del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación y académico de la Facultad de 
Derecho de la UNAM. El presente texto se desarrolla con base en el ensayo 
presentado ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el proceso 
de selección de magistrado de la Sala Superior del Tribunal Electoral, con-
vocado mediante acuerdo 5/2023, de 7 de agosto de ese año. Cfr. Alexy, 
Robert, Teoría de los derechos fundamentales, Madrid, Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, 1993, p. 607.
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En el ámbito político electoral, la libertad de expresión re-
quiere contar con un espacio muy amplio de desarrollo o ejer-
cicio, ya que se persigue de manera destacada que la ciudadanía 
cuente con toda la información necesaria para estar en aptitud 
de ejercer un derecho sumamente relevante, como lo es determi-
nar quién va a ocupar un cargo público y que, por tanto, deriva 
de una potestad soberana, a partir de la cual le es posible tomar 
decisiones jurídicas y políticas fundamentales.

A propósito de lo referido, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN) ha sostenido que la libertad de ex-
presión es un derecho que comprende tanto la posibilidad de 
manifestar y hacer público el pensamiento propio, como la de di-
fundir y recibir ideas de toda índole, de forma que protege tanto 
la comunicación a otras personas de los puntos de vista propios, 
como el derecho de conocer las opiniones, relatos y noticias que 
los demás difunden.2

Por su parte, la Primera Sala de dicho órgano jurisdiccional 
ha identificado que la libertad de expresión cuenta con 2 esferas 
o dimensiones,3 a saber, una individual y otra social y, en esta 
lógica, su protección persigue tanto facilitar la democracia repre-
sentativa y el autogobierno, como la autonomía, autoexpresión y 
autorrealización del individuo y, consecuentemente, se relaciona 
con principios que no pueden reducirse a un solo núcleo.4 

Ha sostenido, igualmente, que en su faceta política o social 
se constituye como una pieza central para el adecuado funciona-
miento de la democracia representativa, porque favorece la libre 
circulación de ideas, que permite y fomenta un debate abierto 
sobre los asuntos públicos; mantiene abiertos los canales para el 
disenso; se configura como un contrapeso para el ejercicio del 
poder; contribuye a la formación de la opinión pública sobre 
asuntos políticos, así como a la consolidación de un electorado 

2	 Tesis P./J. 25/2007. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena 
época, t. XXV, mayo de 2007, p. 1520.

3	 Como lo estableció la Corte Interamericana en el Caso Herrera Ulloa.
4	 Tesis 1a. CDXVIII/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-

ción, libro 13, t. I, diciembre de 2014, p. 236, Libertad de expresión. Este de-
recho se relaciona con principios que no pueden reducirse a un solo núcleo.
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debidamente informado, y permite la existencia de un verdadero 
gobierno representativo, en el que la ciudadanía participa efecti-
vamente en las decisiones de interés público.5

Además, ha considerado que tener plena libertad para ex-
presar, recolectar, difundir y publicar ideas es una condición im-
prescindible para ejercer plenamente otros derechos como, por 
ejemplo, el de votar y ser votado, y también un elemento deter-
minante de la calidad de la vida democrática de un país, que per-
mite avanzar en la consolidación de una ciudadanía activa, crítica 
y comprometida con los asuntos políticos; atenta al comporta-
miento y a las decisiones de los gobernantes, y capaz de cumplir 
con la función que le corresponde en un régimen democrático.6

Ha señalado que existe un derecho a defender la democracia, 
el cual comprende el ejercicio del derecho a la libertad de ex-
presión y los derechos políticos y electorales, que se ejercen de 
manera conjunta y deben ser garantizados por el Estado para po-
sibilitar a la ciudadanía un acceso real y efectivo a los diferentes 
espacios deliberativos.7

Finalmente, ha concluido que la libertad de expresión goza 
de una protección reforzada, especialmente en el ámbito político 
y electoral, pues a través de ella, tanto partidos políticos como 
candidaturas independientes brindan información necesaria a la 
ciudadanía para que esta pueda ejercer su derecho al voto de ma-
nera libre, participar en el debate público y en la vida democráti-
ca, así como evaluar a sus representantes.

En esta lógica, ha reconocido que el ejercicio del derecho en 
comento es particularmente intenso en este ámbito y, por tan-

5	 Tesis 1a. CDXIX/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción,  libro 13, diciembre de 2014, t. I, p. 234, Libertad de expresión. Di-
mensión política de este derecho fundamental.

6	 Tesis 1a. CCXV/2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  t. 
XXX, diciembre de 2009, p. 287, Libertad de expresión y derecho a la in-
formación. Su importancia en una democracia constitucional.

7	 Tesis 1a./J. 38/2021 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
libro 7, noviembre de 2021, t. II, p. 1099, Derecho a defender la democra-
cia. Constituye una concretización del derecho a participar en los asuntos 
públicos del estado y comprende el ejercicio conjunto del derecho a la li-
bertad de expresión y de los derechos político electorales.
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to, no solo incluye las informaciones o ideas que son favorable-
mente recibidas, o bien, se consideran inofensivas o indiferentes, 
sino también aquellas que chocan con las posturas del Estado u 
ofenden o alteran a un segmento de la población, pues esas son, 
precisamente, las demandas del pluralismo, la tolerancia y el es-
píritu de apertura, sin las cuales no podría existir una sociedad 
democrática.

Atento a lo anterior, el alto Tribunal ha considerado que las 
medidas dirigidas a restringir o limitar el ejercicio de este dere-
cho en la esfera política y electoral deben ser sometidas a un test 
de escrutinio estricto de proporcionalidad y, consecuentemen-
te, la regla general que prevalece en la materia consiste en que, 
por mandato constitucional y convencional, deben entenderse 
protegidas todas las formas de expresión y que solo podrán ser 
derrotadas bajo razones imperiosas.

Muy relevante lo dicho en el párrafo precedente, en tanto abre 
la puerta para expresar algunas breves consideraciones en torno 
al modelo de comunicación política (MCP) previsto en la Consti-
tución Política de México (CPEUM) y desarrollado en la normati-
va secundaria, pues se trata del conjunto de previsiones limitantes 
o restrictivas que se han diseñado con la intención de garantizar 
la categoría del debate público y, en especial, el político electoral, 
y de esta forma, fortalecer la calidad de la democracia en el país.

II. El modelo de comunicación política en México

Concluido el proceso electoral de 2006, resultaron evidentes las 
dificultades del modelo de comunicación política (MCP) enton-
ces imperante, que se caracterizaba por ser eminentemente libe-
ral, por lo que en las reformas constitucionales de 2007 y 2014 
se desarrollaron una serie de previsiones encaminadas a regular 
tópicos como el acceso a la radio y televisión; contenido de la 
propaganda política o electoral; difusión de propaganda guber-
namental; actos de precampaña y campaña, y promoción perso-
nalizada.

En lo que ahora interesa destacar, en ellas se contemplaron 
una serie de restricciones al contenido de la propaganda electo-
ral, por ejemplo, la prohibición de que los mensajes encaminados 
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a obtener el voto incluyeran elementos que pudieran constituir 
calumnia y se definió que su difusión debía realizarse en perio-
dos específicos, en concreto, durante las precampañas y campa-
ñas electorales, cuya duración también fue ajustada a una tem-
poralidad determinada. Además, se determinó que las personas 
servidoras públicas están obligadas a aplicar con imparcialidad 
los recursos bajo su responsabilidad y que la propaganda gu-
bernamental debía tener carácter institucional, no podía incluir 
elementos de promoción personalizada y tenía que suspenderse 
desde el inicio de las campañas hasta la conclusión de la jornada 
electoral para que no influyera en los resultados. 

A propósito de lo anterior, hay criterios de la SCJN en los 
que ha establecido que el MCP protege, por un lado, el derecho 
a la información de la ciudadanía para que pueda votar de forma 
consciente, libre e informada y, por otro, tutela el derecho de 
los partidos políticos y candidaturas a la equidad de la contienda 
electoral. Intereses que resultan superlativos en cualquier Estado 
democrático de derecho.8

Además, ha reiterado consistentemente que el término “ca-
lumnia” se refiere a una acusación falsa, hecha maliciosamente 
para causar daño, o bien, a la imputación de un delito a sabiendas 
de su falsedad y, por ende, resulta indispensable que las normas 
que regulan este tema incluyan este último supuesto pues, de lo 
contrario, la previsión resultaría desproporcionada para restrin-
gir la libertad de expresión.9

Finalmente, ha establecido que las reglas fundamentales que 
regulan la propaganda gubernamental buscan generar condicio-
nes de imparcialidad, equidad y certeza respecto de la competen-
cia electoral y, consecuentemente, están encaminadas a impedir 
el uso del poder político a favor o en contra de cualquier parti-
do o candidatura, así como evitar que se promuevan ambiciones 
personales de índole política.10

8	 SCJN, Controversia constitucional 73/2020, 1 de diciembre de 2020.
9	 Pleno de la SCJN, Acción de inconstitucionalidad 134/2020, 7 de diciem-

bre de 2020.
10	 Pleno de la SCJN, Acción de inconstitucionalidad 46/2022, 6 de abril de 

2022.
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Con base en lo apuntado, parece posible sostener que el MCP 
vigente se construye a partir de una serie de reglas encamina-
das a garantizar que el tránsito de ideas en los procesos políticos 
y electorales atiendan los principios generales (legalidad, segu-
ridad jurídica, democracia y pluralismo político) y específicos 
(neutralidad, imparcialidad y equidad en la contienda) en los que 
se sostiene; mientras que su objetivo esencial consiste en que na-
die se beneficie de alguna posición de ventaja, de manera que 
no se afecte el esquema de participación y decisión ciudadana, 
relativo a quién debe ejercer el poder político en el Estado y de 
qué forma debe hacerlo.

Desde esta perspectiva, el MCP constituye una garantía de 
libertad e igualdad para el pueblo y, a la vez, un instrumento que 
favorece el equilibrio entre las y los distintos actores políticos y 
electorales pero, además, evidencia que es posible limitar váli-
damente la libertad de expresión en las elecciones y los proce-
sos de participación ciudadana, ante la necesidad de garantizar 
la debida observancia de los referidos principios de neutralidad, 
imparcialidad y equidad, que permitirán la adopción libre de de-
cisiones soberanas.

Ahora bien, como se indicó, el MCP fue diseñado hace 17 
años y tenía como objetivo principal regular la radio y la televi-
sión porque eran los medios electrónicos prevalentes, a través de 
los cuales se hacía campaña. Sin embargo, como suele ocurrir, 
la realidad ha superado al derecho y en el camino han surgido 
nuevos mecanismos de interacción y transmisión de ideas y opi-
niones, como son las tecnologías digitales, mismas que se han 
constituido como herramientas efectivas para lograr un diálogo 
efectivo entre quien quiere ocupar un cargo público y la ciudada-
nía. Esto se entiende con claridad si se toman en consideración 
una serie de elementos que reflejan cuál es la realidad de estos 
instrumentos de información y comunicación. 

En efecto, los datos revelan que en el mundo hay más de 
4500 millones de personas usuarias de internet y 3800 millones 
de personas que utilizan las redes sociales.11 Por otra parte, de 

11	 Cfr. Sánchez Muñoz, Óscar, La regulación de las campañas electorales en 
la era digital. Desinformación y microsegmentación en las redes sociales con 
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acuerdo con los resultados obtenidos en la Encuesta Nacional so-
bre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los 
Hogares que publicó el INEGI, en México, durante 2021, el 75.6% 
de la población (88.6 millones) tuvo acceso a internet;12 mientras 
que otras fuentes informan que en 2023, el 80.8% (96.87 millo-
nes de personas) eran usuarias de este servicio y lo utilizaron de 
manera primordial (88.4%) para acceder a redes sociales, prin-
cipalmente, WhatsApp, Facebook e Instagram, pero también a 
YouTube, Twitter (ahora X), LinkedIn, TikTok, Telegram y Pin-
terest.13

De esta forma, parece claro que las redes sociales y, en ge-
neral, las nuevas tecnologías de la información y comunicación 
ofrecen oportunidades interesantes para el diálogo y la participa-
ción y, en consecuencia, pueden entenderse como herramientas 
poderosas al servicio de la democracia.

Frente a esta situación, surge una primera cuestión relevante 
sobre la que es importante reparar, en específico, determinar si 
es posible extrapolar las reglas del MCP a las tecnologías referi-
das cuando, se insiste, en su origen fueron confeccionadas para 
regular la radio y televisión, las cuales, a diferencia de las redes, 
plataformas y demás herramientas digitales, utilizan ondas ra-
dioeléctricas que, en términos constitucionales, son propiedad 
del Estado, lo que justifica que se orienten sus contenidos y fun-
cionamiento a los principios que rigen el Estado de derecho en 
el país. 

La autoridad jurisdiccional electoral parece haber resuelto 
esta situación sin mayor debate, al estimar que los principios 
constitucionales que rigen el modelo de comunicación política 
(neutralidad, imparcialidad, objetividad y equidad, entre otros) 

fines electorales, Madrid, Universidad de Valladolid y Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, 2020, p. 29.

12	 Estadísticas a propósito del día mundial del internet (17 de mayo) datos 
nacionales, https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2023/EAP_Internet23.pdf  

13	 La cantidad de usuarios de internet en México alcanza su pico máximo, 
https://expansion.mx/tecnologia/2023/05/17/los-usuarios-de-internet-en-
mexico-alcanzan-su-pico-maximo 
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deben ser aplicados en todos los mecanismos o instrumentos a 
través de los cuales se establece el intercambio entre actores po-
líticos y electorales con la ciudadanía.

Así, el Tribunal Electoral (TE), a través de sus distintas salas, 
ha resuelto asuntos con los que ha establecido límites y orienta-
ciones en torno al uso de tecnologías digitales en los procesos de 
participación, entre los que pueden destacarse los que se refieren 
a continuación.

III. Criterios del Tribunal Electoral  
sobre el uso de nuevas tecnologías  
de la información y comunicación

La Sala Superior del Tribunal Electoral (SS) ha determinado que 
las redes sociales son un medio que posibilita un ejercicio más 
democrático, abierto, plural y expansivo de la libertad de expre-
sión, lo cual obliga a que cualquier medida que pueda impactar-
las deba estar orientada, en principio, a salvaguardar la libre y 
genuina interacción entre las personas usuarias, como parte de 
su derecho humano a la libertad de expresión. Para ello, resulta 
indispensable remover potenciales limitaciones sobre el involu-
cramiento cívico y político de la ciudadanía a través de internet.14

Además, ha sostenido que el solo hecho de que la ciudadanía 
publique contenidos a través de redes sociales en los que exterio-
ricen su punto de vista en torno al desempeño o las propuestas 
de un partido político, sus candidaturas o su plataforma ideoló-
gica, es un aspecto que goza de una presunción de ser un actuar 
espontáneo, propio de las redes sociales, por lo que ello debe ser 
ampliamente protegido cuando se trate del ejercicio auténtico de 
la libertad de expresión e información, las cuales se deben maxi-
mizar en el contexto del debate político.15

14	 Jurisprudencia 19/2016, Gaceta jurisprudencia y tesis en materia electoral, 
órgano de difusión de los criterios emitidos por el TEPJF, Libertad de ex-
presión en redes sociales. Enfoque que debe adoptarse al analizar medidas 
que pueden impactarlas.

15	 Jurisprudencia 18/2016, Gaceta jurisprudencia y tesis en materia electoral, 
órgano de difusión de los criterios emitidos por el TEPJF, Libertad de ex-
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También ha dicho que, al momento de analizar conductas 
posiblemente infractoras de la normativa electoral respecto de 
expresiones difundidas en internet en el contexto de un proce-
so electoral, deben tomarse en cuenta las particularidades de ese 
medio a fin de potenciar la protección especial de la libertad de 
expresión, toda vez que la red tiene una configuración y diseño 
distinto de otros medios de comunicación como la radio, televi-
sión o periódicos, por la forma en que se genera la información, 
el debate y las opiniones de los usuarios, lo que no excluye la exis-
tencia de un régimen de responsabilidad adecuado a dicho medio.

Lo anterior, atento a que el internet facilita el acceso de las 
personas a la información generada en el proceso electoral, 
lo cual propicia un debate amplio y robusto en el que las y los 
usuarios intercambian ideas y opiniones “positivas o negativas” 
de manera ágil, fluida y libre, lo que genera un mayor involu-
cramiento del electorado en temas relacionados con la contienda 
electoral.16

Con base en estos parámetros generales, la SS ha establecido 
criterios específicos; por ejemplo, que la información pública de 
carácter institucional puede difundirse en portales de internet 
y redes sociales durante las campañas electorales y veda elec-
toral, siempre que no se trate de publicidad ni propaganda gu-
bernamental, no haga referencia a alguna candidatura o partido 
político, no promocione a algún funcionario público o logro de 
gobierno, ni contenga propaganda en la que se realicen expre-
siones de naturaleza político electoral, dado que solo constituye 
información sobre diversa temática relacionada con trámites ad-
ministrativos y servicios a la comunidad.17

presión. Presunción de espontaneidad en la difusión de mensajes en redes 
sociales.

16	 Jurisprudencia 17/2016, Gaceta jurisprudencia y tesis en materia electoral, 
órgano de difusión de los criterios emitidos por el TEPJF, Internet. Deben 
tomarse en cuenta sus particularidades para determinar infracciones res-
pecto de mensajes difundidos en ese medio.

17	 Tesis XIII/2017, Gaceta jurisprudencia y tesis en materia electoral, órgano 
de difusión de los criterios emitidos por el TEPJF, Información pública de 
carácter institucional. La contenida en portales de internet y redes socia-
les, puede ser difundida durante campañas y veda electoral.
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Por otro lado, ha indicado que los lineamientos del Instituto 
Nacional Electoral para la protección de las personas menores de 
edad son aplicables a las imágenes que difundan las candidaturas 
en sus redes sociales, pues el hecho de colocarlas en estas herra-
mientas de comunicación no excluye a los usuarios de las obliga-
ciones y prohibiciones que existen en materia electoral, especial-
mente, cuando se trata de sujetos directamente involucrados en 
los procesos electorales.18

De igual forma, ha precisado que la prohibición dirigida a 
las candidaturas de difundir propaganda electoral por cualquier 
medio durante la veda electoral incluye los mensajes publicados 
a través de redes sociales y constituye una limitación razonable 
a su libertad de expresión, al tratarse de una medida que con-
tribuye a salvaguardar el principio de equidad en la contienda 
electoral.19 

Vinculado con este tema, ha señalado que los contenidos pro-
pagandísticos o proselitistas que se publiquen en redes sociales 
de manera previa a la veda electoral y se mantengan disponibles 
a la ciudadanía durante ese periodo no actualizan una infracción 
a la normativa en la materia, al no haberse originado en la etapa 
de prohibición.20

Específicamente sobre la veda electoral, ha resuelto asuntos 
vinculados con influencers que publican mensajes en redes socia-

18	 Tesis XXIX/2019, Gaceta jurisprudencia y tesis en materia electoral, órga-
no de difusión de los criterios emitidos por el TEPJF, Menores de edad. Los 
lineamientos del instituto nacional electoral para su protección, son apli-
cables a las imágenes que de ellos difundan las candidaturas en sus redes 
sociales en el contexto de actos proselitistas.

19	 Tesis LXX/2016, Gaceta jurisprudencia y tesis en materia electoral, órgano 
de difusión de los criterios emitidos por el TEPJF, Veda electoral. Las pro-
hibiciones impuestas durante esta etapa constituyen límites razonables a la 
libertad de expresión de los candidatos y abarcan los mensajes difundidos 
por internet.

20	 Jurisprudencia 7/2022, Gaceta jurisprudencia y tesis en materia electoral, 
órgano de difusión de los criterios emitidos por el TEPJF, Veda electoral. 
Los contenidos propagandísticos o proselitistas en redes sociales que se 
publiquen en periodo de campaña y se mantengan disponibles a la ciuda-
danía durante el periodo prohibido, no actualizan la infracción.
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les a favor de un partido político, sus candidaturas o su plataforma 
ideológica, respecto de los cuales sostiene que es indispensable 
realizar un análisis riguroso de cada mensaje denunciado en lo 
individual y, adminiculado con ello, tomar en cuenta el contexto 
de su difusión; pues, solo así, será posible identificar si existen 
elementos comunes que permitan determinar si se actualizó al-
guna infracción a las prohibiciones legales. 

Lo anterior, debido a que los partidos o candidaturas pueden 
incorporarlas a sus estrategias propagandísticas para obtener un 
beneficio a partir de su popularidad, puesto que son fácilmente 
identificables por la ciudadanía y cuentan con un número rele-
vante de seguidores, lo cual tiene el potencial de transformar-
se en un vehículo eficiente, económico y relativamente sencillo 
para hacer llegar propaganda electoral directamente al elector, 
dada la lógica de funcionamiento de las redes sociales.21

A propósito de lo apuntado, vale la pena mencionar que en 
el recurso de revisión del procedimiento especial sancionador 
112/2022, la SS confirmó, en lo medular, una determinación de 
una sala regional en la que se concluyó que existían elementos 
que, analizados de manera concatenada, evidenciaron la existen-
cia de una campaña sistemática por parte de varios influencers 
para realizar llamados a votar por una opción política específi-
ca durante el periodo de veda electoral del proceso 2021, en el 
que se llevaron a cabo diversas elecciones concurrentes y, por 
primera vez, se sancionó tanto a las personas que cometieron la 
conducta reprochable como al partido político.

En el diverso recurso identificado con el expediente SUP-
REP-118/2021, la SS conoció de un asunto relacionado con una 
queja por promoción personalizada de una servidora pública 
(presidenta municipal) que participó en una escena de una pelí-
cula integrada al catálogo de la plataforma NETFLIX, y confirmó 
la conclusión relativa a que quedó acreditada la participación de 
la funcionaria en la producción cinematográfica, con un aspecto 

21	 Tesis LXVIII/2016, Gaceta jurisprudencia y tesis en materia electoral, ór-
gano de difusión de los criterios emitidos por el TEPJF, Veda electoral. De-
ben analizarse integralmente los mensajes difundidos por personas famo-
sas en redes sociales para determinar si vulneran alguna prohibición legal.
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comercial preponderante, en la cual era posible identificar ple-
namente su imagen y su nombre, con lo que se actualizó un po-
sicionamiento indebido frente a la ciudadanía con la intención 
de promoverse, además de que el Ayuntamiento en el que des-
empeñaba sus labores destinó recursos públicos para apoyar la 
producción.

Por otra parte, en el expediente SUP-REP-224/2023, confir-
mó la decisión de una instancia previa, en la cual se presentó una 
queja por actos anticipados de precampaña y campaña, así como 
violación a los principios de imparcialidad y neutralidad, como 
consecuencia de la actuación de un funcionario público que edi-
tó, publicó y difundió en su perfil de TikTok un video que conte-
nía la adaptación de una canción de moda. 

La resolución concluyó que no se actualizó la conducta irre-
gular denunciada, pues el video se hizo público en ejercicio de la 
libertad de expresión de la persona involucrada, que estimó rele-
vante compartir información de su interés, y la difusión masiva 
de su publicación resultó insuficiente para tener por acreditada 
la infracción, porque, al efecto, solo debe analizarse el contenido 
atinente.

Además, en el cumplimiento del diverso recurso 186/2022, 
la SS confirmó el criterio de que la aparición de una imagen o 
logotipo institucional en la página de un funcionario público no 
genera, por sí misma, la presunción de que las comunicaciones o 
mensajes que se publiquen en ella tienen el carácter de oficiales 
o se realizan en el ejercicio de la función pública. Tampoco son 
elementos suficientes para considerar que se generó confusión o 
la impresión de que se trataba de un perfil oficial o institucional.

Finalmente, en el recurso 893/2024, conoció de un asunto 
en el que se analizó un promocional por vulnerar las reglas de 
difusión de propaganda electoral en detrimento del interés supe-
rior de la infancia, por la aparición de un niño cuya imagen fue 
generada con inteligencia artificial y determinó que no se puso 
en peligro el derecho tutelado porque la figura no correspondía a 
una persona identificable, cuyos derechos (dignidad, intimidad, 
libre desarrollo de la personalidad, etc.) debieran garantizarse. 
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IV. Algunas reflexiones  
sobre la temática planteada

La libertad de expresión es un derecho indispensable para la 
consolidación del Estado democrático y, desde luego, de enorme 
relevancia para lograr un ejercicio pleno de los derechos políti-
cos y electorales. Es la base del modelo de comunicación política 
previsto en la ley suprema del país y ha adquirido una dimensión 
distinta, destacada y determinante con el uso de las nuevas tec-
nologías de la información que están cada vez más presentes en 
la vida diaria de las personas.

En la materia político electoral, estas nuevas tecnologías se 
han aplicado cada vez con mayor frecuencia tanto en los proce-
sos de participación ciudadana como en las contiendas comicia-
les gracias a su variedad, a la facilidad con que se accede a ellas, 
cómo se usan, al extraordinario poder de penetración que con-
llevan y a los principios de libertad que maximizan; luego, muy 
pronto se convirtieron en una herramienta recurrente dentro del 
diseño democrático nacional y, destacadamente, en el adecuado 
intercambio de ideas e información que se lleva a cabo en él, a 
través del modelo de comunicación política.

Hoy, las nuevas tecnologías de la información y comunica-
ción cruzan de manera transversal prácticamente todos los te-
mas que son propios de la materia político electoral, pues a tra-
vés de ellas se expresan y difunden posiciones en torno a temas 
políticos, electorales y gubernamentales; opiniones críticas; en-
cuestas; imágenes de personas del servicio público; acciones y 
obras de gobierno, entre otros muchos contenidos que pueden 
ser manifestados en todo momento, por cualquier persona en 
ejercicio de sus libertades, a pesar de lo cual, pueden constituir 
una infracción, al no ajustarse al marco normativo desarrollado 
en la materia.

Desde esta perspectiva, parece dable concluir que, como de 
hecho se ha reconocido en los criterios citados, resulta indis-
pensable regular el uso de las nuevas tecnologías, aun cuando no 
haya una normativa específica que sea aplicable al efecto, porque 
solo así será posible consolidar el MCP y, desde luego, el prin-
cipio democrático que caracteriza y define al Estado mexicano.
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La posibilidad de orientar los contenidos ya comentados, esto 
es, los relacionados con el MCP, no está libre de polémica, en tan-
to implican un margen de restricción a la libertad de expresión 
en un ámbito que está llamado a maximizar su ejercicio. No obs-
tante, parece sostenerse en la medida en que las redes sociales 
y las nuevas tecnologías se han convertido en un canal de trans-
misión de ideas, a través del cual se generan interacciones cons-
tantes entre los actores políticos y la ciudadanía y que, entonces, 
se han colocado como una alternativa para generar más espacios 
de diálogo, en los cuales, el intercambio de posiciones puede ser 
más constante e intenso y debe llevarse a cabo de acuerdo con las 
reglas previstas al efecto.

Proponer lo contrario implicaría reconocer, a partir de una 
perspectiva, que las herramientas tecnológicas son espacios li-
bres de control y, desde un plano distinto, que las normas in-
ternas o reglas de operación (“normas de la comunidad”) que 
regulan su funcionamiento, las cuales son de naturaleza privada, 
tendrían la posibilidad de ser distintas en cada caso y desconocer 
o, incluso, contravenir lo dispuesto en la legislación pública del 
país.   

De esta suerte, mediante la aplicación directa de la normati-
va que rige el MCP en el ámbito electoral, será posible analizar 
el contenido de cualquier mensaje, cuando este forme parte de 
los distintos rubros que lo componen, con independencia de la 
persona que lo haya emitido o difundido, a fin de evitar vulnera-
ciones a las reglas que rigen la materia.

Así, a propósito de esta finalidad, importa precisar que el 
ejercicio de esta tarea no puede soslayar, en modo alguno, que 
la libertad de expresión es piedra angular de la democracia y la 
participación ciudadana; derecho que debe ejercerse con mayor 
intensidad y, en consecuencia, con las menores restricciones po-
sibles en los procesos electorales y de participación política, para 
lo cual,  tanto las redes sociales como las nuevas tecnologías bus-
can servir como cajas de resonancia para ampliar, en lo máximo 
posible, la alternativa que tienen las personas para expresarse, 
difundir ideas y obtener información en todos los ámbitos de su 
vida y, con mayor relieve, en aquellos asuntos en los que esté in-
volucrada la potestad ciudadana de decisión soberana.
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Todo lo anterior es relevante para la fijación de criterios en-
caminados a asegurar que los contenidos colocados y/o difundi-
dos en o a través de las herramientas tecnológicas se ajusten a las 
disposiciones que regulan el MCP. Para ello, debe observarse una 
deferencia extrema con el citado derecho a la libertad de expre-
sión y, de esta manera, evitar que este sea lesionado o disminuido 
mediante el establecimiento de restricciones innecesarias e in-
sostenibles frente a los límites que persigue desde su dimensión 
social.

En esta lógica, es indispensable que los órganos jurisdiccio-
nales, en especial los de control constitucional, garanticen desde 
esta grada el cumplimiento de la normativa aplicable y busquen 
favorecer e impulsar la consolidación del MCP y, lógicamente, 
del estado democrático nacional; de tal suerte que pueda asegu-
rarse que el ejercicio de este derecho resulte útil para elevar la 
categoría del debate político, lo que, desde luego, siempre se tra-
ducirá en un beneficio para la calidad de la democracia.
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